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4.2. Un acercamiento a la información sobre conflictos socioambientales 
causados por la actividad minera, petrolera y gasífera: mapeo general y casos emblemáticos69

En México, las comunidades se están organizando y movilizando en diferentes partes del país en 
defensa de la tierra, el medioambiente y los derechos humanos ante la intrusión constante y creciente de 
empresas en sus territorios para extraer recursos naturales, como petróleo, gas y minerales. Para facilitar 
la comprensión y análisis de esta situación, desde la sociedad civil se han desarrollado algunas iniciativas 
de sistematización, documentación y cartografía cuya finalidad es centralizar datos y visibilizar el alcance 
y características principales de los impactos negativos socioambientales y en derechos humanos de 
estas industrias extractivas, así como de los conflictos y estrategias derivados de los mismos. 

En este contexto, el presente artículo tiene como objetivo contar con un diagnóstico preliminar sobre 
conocimiento colectivo relativo a los conflictos socioambientales derivados de las industrias petroleras, 
gasíferas y mineras en México. Para ello, se revisan las principales iniciativas de sistematización y 
análisis existentes, se rescatan sus conclusiones y se infieren algunos patrones que parecen caracterizar 
la situación en México. Al finalizar, se extrapolan lecciones de dos casos emblemáticos, el caso del 
gasoducto que atraviesa la sierra Tarahumara en Chihuahua y el proyecto minero Tuligtic en la Sierra 
Norte de Puebla.

Como resultado de una evaluación de las fuentes recomendadas por activistas e investigadores que 
trabajan el tema, se encontró que existen tres proyectos de documentación y sistematización de información 
que ofrecen un panorama nacional sobre los conflictos socioambientales causados por las industrias 
extractivas. Estas son: 1) el compendio de información que presenta la Coalición de Organizaciones de 
la Sociedad Civil al Grupo de Trabajo sobre Empresas y Derechos Humanos de la ONU; 2) el Mapa de 
Conflictos Mineros del Observatorio de Conflictos Mineros en América Latina; y, 3) el Atlas de la Justica 
Ambiental70. También se hace una breve reflexión sobre la plataforma Grieta, la cual hace un ejercicio 
útil de centralizar noticias relacionadas con todo tipo de movimiento social en México, incluyendo las 
relativas a conflictos socioambientales derivados de las industrias extractivas.

Un intento de rescatar los hallazgos de estas iniciativas con el fin de construir un panorama común 
revela que ninguna de ellas logra capturar el panorama completo. Al juntar y cruzar los casos registrados 
en las tres fuentes más desarrolladas sobre conflictos socioambientales causados por la industria 
minera, se encuentra un total de 35 casos, de los cuales solo coinciden dos entre las tres fuentes, y 
cinco entre dos fuentes. Es decir, las diferencias en enfoque y metodología resultan en representaciones 
de la realidad que pueden ser complementarias, de manera que contribuyen a la construcción de un 
panorama completo. Al mismo tiempo, hay que reconocer que, en su estado actual, ninguna de estas 
herramientas, ni por separado ni agrupadas, ofrecen una representación clara y completa del panorama 
de los conflictos socioambientales causadas por la industria minera. La documentación y sistematización 

69 Apartado elaborado por Tamar Hayrikyan, Consultora independiente experta en industrias extractivas.
70 Se puede encontrar mucha información (n.b. pura recopilación sin sistematización y análisis) de conflictos socioambientales en una cuarta 
fuente –la más citada por activistas– Grieta: Medio para armar. Esta última contiene el alimento para un proyecto de sistematización de datos más 
amplio que cualquiera de las tres fuentes anteriormente enumeradas.



18
2

Las actividades extractivas en México:estado actual

de conflictos causados por las industrias petroleras y gasíferas es aún más escasa e inconsistente. Un 
total de dos fuentes pretendieron sistematizar información sobre conflictos socioambientales causados 
por los hidrocarburos, una de las cuales encontró solo nueve casos en todo México, mientras que la otra 
detectó tres. No hubo coincidencia entre los casos debido a enfoques metodológicos distintos.

Independiente de la cantidad y coincidencia de los conflictos registrados, es posible observar algunos 
patrones en las características de los mismos, entre ellas: los asuntos en disputa, las acciones que llevan 
a cabo las y los defensores del territorio y aquellas realizadas por parte de los promotores de los proyectos 
(ya sea Estado, empresa, o los dos en conjunto). Las cuestiones que con mayor frecuencia se encuentran 
en el corazón de los conflictos son: el pleno rechazo de la actividad extractiva como modelo económico 
o vía de desarrollo en los territorios; la falta de consulta previa, libre e informada (ya sea que no hubo, 
que fue engañosa o que sufrió otras irregularidades); daño socioambiental (ya sea posible o actual), sobre 
todo la contaminación del agua junto con los impactos a la salud que conlleva; y, por último, disputas en 
torno al precio justo de los terrenos (ya sea de renta o de compra-venta) y otros aspectos materiales de 
los contratos entre una empresa y las y los dueños del territorio. 

Entre las acciones realizadas por las y los defensores del territorio destacan: 1) asambleas comunitarias 
para pronunciarse contra ciertas actividades, como la minería o la fracturación hidráulica; 2) bloqueo de 
los accesos al proyecto o toma de instalaciones; y, 3) juicios de amparo para la cancelación de proyectos. 
Por su parte, las respuestas de empresas/Estado suelen caer en cinco categorías de acción: 1) fomentar 
la división interna de las comunidades con incentivos económicos; 2) llevar a cabo consulta-teatro; 3) 
criminalizar a las y los defensores; 4) amenazas y hostigamiento contra las y los defensores; y, 5) despojo 
del tierras, territorios y recursos naturales. Para un futuro trabajo de documentación y sistematización, 
sería interesante correlacionar las características anteriores tanto entre ellas como con otras, tales como 
el estado del proyecto, ubicación del proyecto, origen nacional de las empresas, indicadores sobre las 
comunidades71 e indicadores sobre los gobiernos municipales y estatales72 donde se desarrollan los 
proyectos y presencia de organizaciones criminales.
	
Contexto político: criminalización, violencia, regulación permisiva

Antes de entrar a cuantificar y caracterizar los conflictos socioambientales, es importante tener claro 
el contexto político dentro del cual se están desarrollando. Tres factores clave para entender por qué 
surgen y por qué se agudizan los conflictos socioambientales, en especial los territoriales, son: 1) la 
criminalización de las y los defensores; 2) la violencia como medida de control social; y, 3) un marco 
regulatorio laxo para atraer y mantener la inversión privada, que vulnera derechos humanos.

Existen varios índices para evidenciar que la criminalización de las resistencias sociales frente al impacto 
territorial de las industrias extractivas forma parte de una política del Estado. El Centro de Investigación y 
Seguridad Nacional (CISEN) designa a los movimientos sociales opositores a las reformas estructurales, 
lo cual incluye la Reforma Energética de 2013, como amenazas a la seguridad nacional en segundo 
lugar, después de la delincuencia organizada. Se trata de la Agenda Nacional de Riesgos, un documento 

71 Si son pueblos indígenas, bienes comunales, o pequeños propietarios; la composición de la economía local y nivel socioeconómico de la población 
en resistencia, entre otros.
72 Partidos políticos, situación financiera del gobierno, niveles de violencia estatal y niveles de estabilidad política, entre otros.
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elaborado por el CISEN y reservado por 12 años que fue obtenido por el medio de comunicación 
Contralínea, el cual publicó un análisis del documento en agosto de 2013. El documento hace referencia 
a los “grupos opositores” que rechazan procesos extractivos reclamando daños ambientales y a una 
“violencia derivada de las pugnas por tierras y recursos naturales”, subrayando que ocurre en los estados 
de Chiapas, Guerrero, Michoacán y Oaxaca. Además, nombra al Frente de Pueblos en Defensa de la 
Tierra como uno de los principales movimientos antigubernamentales (Érika Ramírez, 2016). Aparte, un 
estudio del Centro Mexicano de Derecho Ambiental (CEMDA) encontró que en 2014-2015, 13 % de los 
ataques contra los defensores del medioambiente consistieron en la criminalización, superados solo por 
las agresiones físicas y amenazas (Analuz Presbítero et al., 2015).

La violencia como medida de represión de movimientos en defensa de la tierra y el medioambiente es una 
tendencia global y México no es excepcional en este sentido. La organización no gubernamental Global 
Witness (2016) encontró que en el año 2015 la mayoría de los asesinatos de defensores y defensoras 
de la tierra y el medioambiente estaban vinculados con las industrias extractivas y que 36 % de las 
víctimas fueron personas indígenas. En México, se registraron 33 asesinatos de defensores de la tierra y 
el medioambiente entre 2010 y 2015, de los cuales cuatro ocurrieron en el año 2015. Por su lado, CEMDA 
documentó 109 casos de ataques contra defensores y defensoras del medioambiente entre mayo de 
2014 y junio de 2015, los cuales incluyen no solo asesinatos, sino también amenazas e intimidaciones, 
detenciones ilegales, criminalización y otras agresiones físicas. De acuerdo con su registro de casos, 
estos ataques van al alza de manera constante desde 2010, con el salto más dramático ocurrido entre 
2012 y 2013-2014 y siguió el mismo ritmo en 2014-2015 (Analuz Presbítero et al., 2015). En resumen, existen 
múltiples estadísticas desde distintas fuentes independientes evidenciando la presencia de la violencia 
hacia las y los defensores de la tierra y el medioambiente como parte de las dinámicas de los conflictos 
socioambientales en México. A continuación, se muestra un gráfico elaborado por CEMDA donde se 
aprecia que, en los estados de Sonora, Oaxaca y Estado de México hay mayores índices de violencia 
contra las y los defensores del medioambiente, que incluyen asesinatos, amenazas e intimidación, 
detenciones ilegales, criminalización y otras agresiones físicas.

Fuente: Analuz Presbítero et al. (2015) 

Gráfica 34.

Ataques contra defensores y defensoras del medioambiente en México por entidad federativa
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Número de casos de agresiones a defensoras y defensores ambientales, incluyendo asesinatos, amenazas 
e intimidaciones, detenciones ilegales, criminalización y otras agresiones físicas por estado en el periodo 
2014-2015.

El estudio para el año 2016 realizado por esta organización (Leyva et al. 2017), identifica 63 ataques a 
personas defensoras entre julio de 2015 y junio de 2016, lo que coloca la cifra en 303 ataques entre 2010 
y 2016. Además, ha habido una importante variación entre los años con un aumento progresivo de los 
ataques registrados, pasando de diez en 2010 a 78 en 2015, último completo para el que se tienen datos, 
lo que significa un aumento de 780%. Aunque no se puede asegurar que este aumento de las cifras 
no esté influenciado por factores metodológicos o de acceso a la información, sí enciende las alarmas 
sobre la situación en el país. Para 2016, los ataques consistieron en amenazas (24%), intimidación (19%), 
criminalización (18%), agresiones físicas (15%), hostigamiento (11%), difamación (6%) y privación ilegal 
de la libertad, el desalojo forzoso, el allanamiento y el robo con 2% cada uno. Por tipo de proyecto, los 
relacionados con el agua son los que registran más agresiones contra defensoras y defensores con 17 
casos, seguidos de la minería con diez, proyectos de infraestructura con ocho e hidroeléctricas con siete, 
seguidos de otros.

Por último, en la proliferación de conflictos socioambientales en México no se puede ignorar uno de los 
principales factores estructurales: un marco regulatorio permisivo debido tanto a un cuerpo de leyes 
deficiente y que vulnera derechos humanos, como al incumplimiento de las mismas, insuficiencia de 
recursos institucionales o presupuestales, o falta de voluntad política. En este clima que favorece los 
intereses económicos de empresas extractivas transnacionales, abundan las afectaciones ambientales 
y sociales del llamado desarrollo y, como consecuencia, se producen los reclamos y movilizaciones en 
contra de los proyectos extractivos por parte de las poblaciones afectadas (Centro de Información sobre 
Empresas y Derechos Humanos, 2016).

La creciente violencia en contra de las y los defensores de derechos humanos, de la tierra y del 
medioambiente, así como la ampliación del margen de maniobra para las empresas extractivas, 
consecuencia de las reformas estructurales que favorecen la inversión privada, han vuelto más urgente 
que nunca la tarea de la documentación y sistematización de la información sobre los conflictos 
socioambientales. Este esfuerzo debe incluir las causas, los reclamos, los impactos en derechos humanos, 
los ataques a las y los defensores y las lecciones para futuras estrategias en defensa del territorio ante las 
actividades extractivas.

Iniciativas de monitoreo de conflictos socioambientales en México relacionados con las industrias 
extractivas: promotores, métodos y principales hallazgos

El monitoreo de conflictos socioambientales es mucho más avanzado en relación a la industria minera 
que a la industria de hidrocarburos. El amplio conocimiento y documentación de los procesos dirigidos a 
atender el impacto de dicha industria ha llevado a la consolidación de los diferentes nodos de resistencia 
en un movimiento nacional que comparte información de manera constante. En contraste, la conciencia 
social sobre los impactos en el territorio, el medioambiente y los derechos humanos de la industria 
de hidrocarburos apenas se está consolidando y difundiendo, por lo cual todavía no ha llevado a una 
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movilización social parecida a la que vemos en la industria minera73. Esto se refleja en la casi ausencia de 
información sistematizada sobre los conflictos socioambientales causados por las industrias petroleras y 
gasíferas, comparado con la cantidad de casos documentados y variedad de iniciativas de sistematización 
sobre los conflictos socioambientales relacionados con la minería.

Para ilustrar los logros y oportunidades de mejora en el monitoreo de los conflictos socioambientales, 
a continuación, se describen y evalúan los proyectos de documentación y sistematización que más han 
contribuido a la construcción de un panorama nacional. 

Atlas Global de Justicia Ambiental
El Atlas Global de Justicia Ambiental (EJ Atlas en inglés) es un proyecto que pretende documentar 
conflictos sociales en torno a impactos ambientales, coordinado por un equipo de expertos desde el 
Institut de Ciència i Tecnologia Ambientals de la Universidad Autónoma de Barcelona (ICTA-UAB). Los 
criterios para incluir un caso en su base de datos son: 1) actividad económica o legislación con impactos 
sociales y ambientales negativos, actuales o potenciales; 2) reclamo y movilización por parte de una 
organización social de justicia ambiental de que dicho daño ocurrió o tiene probabilidad de ocurrir; y, 
3) cobertura mediática del conflicto. Relacionados con la industria minera, el Atlas tiene registrados 13 
conflictos ambientales a lo largo del país. Respecto a los hidrocarburos, registró tres casos de resistencia 
relacionados con la fracturación hidráulica en tres estados del norte del país: Nuevo León, Coahuila y 
Chihuahua. 

Es evidente que el Atlas no abarca todos los conflictos existentes; por ejemplo, no ha registrado ningún 
conflicto por gasoductos y tampoco registra ningún caso de asesinato en México vinculado con un 
conflicto socioambiental, mientras Global Witness registró cuatro asesinatos tan sólo en 2015. Lo anterior 
se explica, por los mismos autores de este estudio, por la metodología colaborativa detrás del atlas, la cual 
depende de la participación de contribuidores de los países para alimentar continuamente el mapa. Dicho 
esto, la plataforma provee indicadores interesantes tales como las formas de resistencia, la intensidad del 
conflicto, si se trata de impacto ambiental, social, económico o a la salud, y datos empresariales y de los 
inversionistas, para poder diagnosticar patrones en las características de los conflictos socioambientales. 
Si en un futuro próximo se resuelve la carencia de datos sobre México, el Atlas podría servir como una 
fuente de información y análisis potente sobre los conflictos socioambientales derivados de las industrias 
extractivas en México. Una consideración importante sería si el criterio de “participación por parte de una 
organización de la sociedad civil” limitaría el universo de conflictos socioambientales que esta plataforma 
pueda capturar, ya que esto deja fuera numerosos casos en que no hay organizaciones involucradas. 
Adicionalmente, la plataforma no proporciona el acceso directo a la base de datos en formato abierto, lo 
cual es un limitante para poder hacer un análisis de la información más matizado.

México: Empresas y Derechos Humanos. Compendio de información que presenta la Coalición de 
Organizaciones de la Sociedad Civil al Grupo de Trabajo sobre Empresas y Derechos Humanos de la ONU

73 Las resistencias locales y algunos interestatales existen, pero no cuentan con un análogo de la Red Mexicana de Afectados por la Minería 
(REMA) o el Movimiento Mesoamericana contra el Modelo Extractivo Minero (M4). 
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Una de las fuentes de información más completas y actualizadas que abarca las características de 
los conflictos socioambientales en las industrias extractivas es un informe puntual elaborado por una 
coalición de organizaciones de la sociedad civil y coordinado por el Centro de Información sobre 
Empresas y Derechos Humanos (CIEDH). El informe se elaboró para servir como un insumo al Grupo 
de Trabajo sobre Empresas y Derechos Humanos de la ONU en ocasión de su visita a México durante 
agosto y septiembre de 2016. La aplicación del marco de empresas y derechos humanos a la recopilación 
de casos permitió obtener resultados relevantes para la reconstrucción del panorama de conflictos 
socioambientales derivados de las industrias extractivas, ya que todos los casos de impactos en derechos 
humanos documentados también corresponden a un conflicto socioambiental. Con contribuciones de 58 
organizaciones por medio de un cuestionario, este proceso colectivo pudo documentar y analizar 61 
casos de abusos de derechos humanos perpetrados por el Estado o empresas. De estos 61 casos, 17 
involucran afectaciones al medioambiente y/o tierra y territorio causados por la industria minera (CIEDH, 
2016, pp. 28–30) y 11 por la industria de hidrocarburos (CIEDH, 2016, pp. 26-7). 

En la industria de hidrocarburos hallaron que el derecho a la tierra y territorio fue el derecho humano más 
afectado. También se destacan violaciones a los derechos a un medio ambiente sano, al acceso a la 
información y a la consulta previa, libre e informada. En cuatro casos relacionados con esta actividad se 
detectaron intimidación y amenazas, y dos casos de asesinato (CIEDH, 2016, p. 16). Por su parte, cuatro 
casos corresponden a gasoductos y dos a amparos en contra de la reforma energética (CIEDH, 2016, pp. 
26-8). El estado de Puebla se encuentra involucrado en la mayor cantidad de casos, con cuatro, seguido 
por Tabasco, con tres y Veracruz, con dos. Los estados de Colima, Hidalgo, Morelos y Tlaxcala registran 
un caso cada uno74. Es decir, los 11 casos abarcan 13 estados, ya que un gasoducto, el de Tuxtepec-
Tula, atraviesa dos estados, Hidalgo y Puebla, y otro, el Proyecto Integral Morelos, atraviesa tres estados, 
Puebla, Morelos y Tlaxcala. La siguiente gráfica muestra, para cada tipo derecho, la cantidad de casos en 
que se produjo una afectación a los mismos. 

                        Fuente: Centro de Información sobre Empresas y Derechos Humanos (2016). 

74 Algunos casos, sobre todo los gasoductos, pueden involucrar más de un estado.

Gráfica 35.

Número de casos de afectaciones a derechos humanos por la actividad de hidrocarburos 2016
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Respecto a la industria minera, los impactos negativos que se destacan son al medio ambiente, al acceso 
a la tierra y el territorio, a la alimentación y a una vida digna. De los casos registrados y analizados, 
documentaron tres asesinatos y seis incidentes de intimidación y amenaza (CIEDH, 2016). Los estados de 
Oaxaca, Guerrero y Puebla registraron dos conflictos cada uno, y este último estado sobresale al tener 
cinco casos de conflictos socioambientales vinculados con las industrias extractivas, tanto de minería 
como de hidrocarburos; mientras que se registró un conflicto por estado en Baja California, Jalisco, 
Chihuahua, Sonora, Guerrero, Durango, Estado de México, Hidalgo, Michoacán, Chiapas y Colima75. La 
siguiente gráfica muestra, para cada tipo de afectación a los derechos humanos, la cantidad de casos de 
la industria minera-cementera estuvo presente. 

		                  Fuente: Centro de Información sobre Empresas y Derechos Humanos (2016).

El atributo más fuerte del compendio como proyecto de documentación es que es producto de un proceso 
ampliamente incluyente y participativo, lo cual aumenta las posibilidades de capturar una mayor parte 
de los casos ocurridos en un solo reporte. Aunque el compendio no sea un informe que se elabora de 
manera periódica o continua, existe otra plataforma vinculada –la página web del CIEDH76– que facilita 
la recopilación y publicación constante de casos del mismo tipo. Por otro lado, un punto débil tanto del 
compendio como de la plataforma digital es que la información recopilada depende de contribuciones 
voluntarias y no de un proceso de investigación y documentación independiente, por lo cual es probable 
que no se incluyan todos los casos relevantes para la generación de un panorama nacional completo. 
También vale la pena considerar que, de facto, la CIEDH solo registra casos de conflictos socioambientales 
en los cuales los movimientos de resistencia están acompañados por una organización de la sociedad 
civil. Lo anterior, igual que en el caso de EJ Atlas, puede excluir del panorama a los movimientos de base 
y comunitarios que no se vinculan con una asociación civil formal.

Mapa de Conflictos Mineros del Observatorio de Conflictos Mineros en América Latina
El Observatorio de Conflictos Mineros en América Latina (OCMAL) se autodefine como una articulación 
de más de 40 organizaciones de diferentes países de América Latina “con el objetivo de defender las 

75 El informe registró cuatro casos adicionales que no fueron incluidos en el análisis de tipos de impactos negativos.
76 https://business-humanrights.org/es

Gráfica 36.

Número de casos de afectaciones a derechos humanos por la actividad minera 2016
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comunidades afectadas por la minería”. Nació en Bolivia en el 2006 y su proyecto pilar es el Mapa de 
Conflictos Mineros. No explican la metodología de la construcción de la base de datos en su página web 
y no respondieron a una solicitud de mayor información realizada por la autora de este artículo a través 
del formulario de contacto en la página del OCMAL.

El mapa del OCMAL halla 37 conflictos mineros en México, de los cuales 15 están relacionados con 
el derecho humano a un medioambiente sano, tres con la confiscación de tierra y uno con desalojo/
desplazamiento interno. Desafortunadamente, el mapa del OCMAL no permite descargar su base de 
datos para poder analizar distintas características de los conflictos, tales como la distribución por Estado 
o correlaciones entre Estado, empresas, estado del proyecto, tipos de acción tomados y tipos de derechos 
humanos afectados. Además del mapa, el OCMAL publica informes anuales denominados Conflictos 
Mineros en América Latina. México no figura en los últimos dos informes anuales (2014 y 2015). El OCMAL 
únicamente documenta conflictos mineros. Su análogo para la industria de hidrocarburos no existe.

Grieta	
Una de las fuentes de información más citada por activistas familiarizados con los movimientos en defensa 
de la tierra y territorio frente a las industrias extractivas es la página web “Grieta: Medio para armar”. En 
esta plataforma se colocan artículos de varios medios de comunicación relacionados con los impactos y 
conflictos en torno a las industrias extractivas y otras temáticas nacionales, agrupados por estado. Grieta 
no es un medio de comunicación ni una plataforma de investigación, sino un portal que centraliza y agrupa 
notas pertinentes. De esta manera, sirve para facilitar el acceso rápido a cobertura mediática actualizada 
sobre los conflictos socioambientales, pero no hace su propia sistematización de datos. Dicho esto, una 
depuración y sistematización de toda la información contenida en Grieta sin lugar a dudas produciría el 
cuerpo de datos más exhaustivo y completo sobre los conflictos socioambientales relacionados con el 
territorio y las industrias extractivas77.

Estudios de caso

Con base en esta revisión del estado de nuestro conocimiento colectivo sobre los conflictos 
socioambientales en las industrias extractivas, se concluye que existe la necesidad de realizar un esfuerzo 
de sistematización riguroso y exhaustivo de la información a nivel nacional. Tal iniciativa o herramienta 
puede ser nueva o se puede construir con base en una o más de las iniciativas existentes que se 
describieron en los párrafos anteriores. Se puede comenzar a pensar en algunas variables clave que 
nos permitirán entender cómo suelen desenvolverse los conflictos y qué combinaciones de estrategias 
y tácticas generan mayores posibilidades de éxito y, del otro lado de la moneda, cuáles condiciones 
implican mayores riesgos para las resistencias y sus protagonistas. Este análisis iría mucho más allá del 
alcance del presente artículo, que se limita a conocer un poco más a fondo dos casos que se consideran 
emblemáticos, uno de la industria de hidrocarburos y otro de la industria minera. Los estudios de caso se 
seleccionaron aplicando unos criterios mínimos: 1) son casos recientes, para que sean representativos de 
los aspectos más nuevos de nuestra realidad; 2) manifiestan algunos de los patrones arriba mencionados; 
3) nos acercan a un entendimiento del contexto político-económico nacional, que se considera fundamental 

77 Considera que una revisión de 15 estados reveló cuanto menos 40 conflictos socioambientales relacionados con la industria minera.
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para poder explicar los conflictos de territorio y socioambientales que se están viviendo en todo México. 
En primer lugar, se repasa el caso del gasoducto El Encino-Topolobampo en la Sierra Tarahumara en 
Chihuahua. Después, se revisa el caso de la minera Almaden Minerals en el municipio Ixtacamaxtitlán en 
la Sierra Norte de Puebla. 

Gasoducto Encino-Topolobampo

El proyecto extractivo
En el estado de Chihuahua se está construyendo el gasoducto Encino-Topolobampo, que es parte 
del sistema Norte-Noroeste de gasoductos del Sistema Nacional de Gasoductos y que atraviesa 13 
municipios entre los estados de Chihuahua y Sinaloa. Al 7 de diciembre de 2015, 90 % del gasoducto ya 
estaba construido. La empresa Transportadora de Gas Natural del Noroeste (TGNN), filial de la canadiense 
TransCanada, es la contratista de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) encargada de construir, 
operar y mantener el tercer tramo del gasoducto Encino-Topolobampo (María Teresa Guerrero Olivares 
et al., 2016). Cabe mencionar que TransCanada es la empresa detrás del polémico proyecto del Keystone 
Pipeline (oleoducto) en Estados Unidos, vetado por el presidente de ese país en 2015.

Las bases de la resistencia comunitaria al proyecto
Actualmente, existe una fuerte resistencia al gasoducto El Encino-Topolobampo desde la población 
indígena rarámuri en la Sierra Tarahumara. La resistencia organizada ha tomado dos vías principales: 
primero, la de incidencia política, la cual fue absorbida en un proceso de consulta coordinada por la 
SENER; y, segundo, cuando se determinó que la consulta no era adecuada, la vía legal, por medio de la 
interposición de tres amparos a nombre de tres comunidades distintas.

Desde el inicio de la resistencia, la demanda principal de las comunidades ha sido que se mueva el trazo 
del gasoducto; de ahí también se desprendió el reclamo por la violación del derecho a la consulta libre, 
previa, e informada. En este sentido, sus metas específicas son obtener información sobre las afectaciones 
del gasoducto y garantizar su autonomía, es decir, que se respete la decisión de la comunidad de aceptar 
o no el gasoducto.  Respecto a las afectaciones, las preocupaciones principales son la destrucción de las 
fuentes de agua, de terrenos de siembra y de potreros, la tala del bosque y la destrucción de cercos (María 
Teresa Guerrero Olivares et al., 2016). 

El conflicto inició cuando la comunidad Bosques de San Elías Repechique manifestó su inconformidad 
con el gasoducto en febrero de 2014 durante el Coloquio Nacional de la Lengua Materna, mediante la 
distribución de volantes, seguido por una conferencia de prensa en la cual reclamaron la falta de consulta. 
Poco después, representantes de ocho comunidades de la Sierra Tarahumara constituyeron la Caravana 
para la Justicia en la Tarahumara y se presentaron en el Senado de la República, donde fueron recibidos 
por algunos senadores y senadoras. El seguimiento a este encuentro se dio en agosto de 2015 con la visita 
del comisionado por el diálogo con los pueblos de la Secretaría de Gobernación a la Tarahumara. Durante 
esa visita, el delegado propuso que se solicitara a la SENER y a la CFE que se haga una consulta con las 
comunidades rarámuri, usando como modelo el protocolo de consulta que se aplicó en el caso de los 
parques eólicos en Juchitán, Oaxaca. La comunidad Bosques de San Elías aceptó participar en la consulta, 
pero bajo dos condiciones durante este proceso: 1) que se detenga la construcción del gasoducto; y, 2) 
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que no se permita el ofrecimiento de beneficios a las comunidades, con el objetivo de controlar la compra 
de voluntades. De tal manera que, al inicio de la consulta, la CFE declaró la suspensión de la obra del 
gasoducto por tres meses, se aprobó el protocolo de consulta en lo general y se estableció que el objetivo 
de la consulta sea “llegar a acuerdos y garantizar la protección de los derechos colectivos e intereses 
de las comunidades rarámuri que se encuentren ubicadas dentro del área de influencia del gasoducto” 
(María Teresa Guerrero Olivares et al., 2016, pp. 20–22). 

Consulta abandonada: ni previa, ni culturalmente adecuada, ni informada
El proceso de consulta duró muy poco y terminó sin cumplir ni los acuerdos sobre el proceso, ni el objetivo 
de la consulta. La comunidad se retiró del proceso y en seguida también se retiraron las asociaciones 
civiles asesoras. Se reclamó la obstrucción del proceso de consulta por parte del gobierno y la empresa 
al no respetar la condición de no incorporar la oferta de prestaciones sociales en el marco de la consulta. 
También se reclamó que la consulta no cumplió con el requisito de ser culturalmente adecuada, ya que el 
gobierno presionaba que el proceso terminara dentro de los tres meses, aparentemente para no obligar a la 
empresa a sufrir grandes pérdidas económicas por dejar la obra suspendida por mucho tiempo. Por último, 
el diálogo en el marco de la consulta no atendió una de las exigencias principales de las comunidades, 
relativa a que la empresa debía proporcionarles la información sobre las afectaciones del proyecto. Por 
tanto, la consulta tampoco cumplía con el criterio de ser informada. La empresa trató de salvar la situación 
con otro intento de consulta contratando a una asociación civil, lo cual fue inmediatamente rechazado por 
las comunidades (María Teresa Guerrero Olivares et al., 2016). 

Vía legal en marcha
El siguiente paso en la resistencia fue emprender la vía legal. Entre mayo y septiembre de 2015, cada 
una de las comunidades de San Luis de Majimachi, Mogotabo, y Bosques de San Elías Repechique 
interpusieron un amparo. Las dos primeras comunidades argumentaron en sus demandas la falta de 
consulta y consentimiento previo, libre e informado, y la segunda argumentó la violación de los derechos al 
territorio y a la libre determinación (María Teresa Guerrero Olivares et al., 2016). Los tres amparos resultaron 
en la suspensión temporal de la obra. La tabla a continuación resume los contenidos y resultados de los 
tres amparos hasta la fecha:

Tabla 43.
Principales semejanzas y diferentes entre los tres amparos

contra el gasoducto Encino-Topolobampo

Diferencias y semejanzas en los tres amparos

Localidad Demanda de amparo Resultados
San Luis Majimachi Por la violación del derecho a la 

consulta y consentimiento libre, previo e 
informado. 

-Suspensión temporal 
-Negociación de afectaciones

Mogotavo Por la violación del derecho a la 
consulta y consentimiento libre, previo e 
informado. 

-Suspensión temporal 
-Negociación de afectaciones

Bosques de San Elías Repechique Por omisión del Estado mexicano. Por 
violación al territorio ancestral. Por 
violación de la auto-determinación. 

-Suspensión temporal

Fuente: María Teresa Guerrero Olivares et al. (2016). 
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Respuesta del gobierno: intento de deslegitimar al movimiento
El gobierno reaccionó al fortalecimiento de la resistencia popular al gasoducto con una campaña de 
desprestigio y desinformación. El momento clave fue la imposición de una auditoría fiscal por el gobierno 
del estado a la asociación civil Consultoría Técnica Comunitaria (Contec), uno de los grupos asesores de 
las comunidades rarámuri. El resultado fue favorable al movimiento debido a la decisión del Contec de 
rechazar la legitimidad de la auditoría, combinada con la coordinación y solidaridad demostrada a lo largo 
del país en apoyo al Contec: 

“Con el apoyo de 120 organizaciones de Chihuahua y del país, el 19 de febrero del 2015, 
Contec se declaró en rebeldía y en desobediencia civil por la auditoría impuesta. Fue 
hasta el 30 de noviembre del 2015 que se notificó a la asociación la cancelación de la 
misma, por las irregularidades en su aplicación” (María Teresa Guerrero Olivares et al., 
2016, p. 29).

Más allá del caso: la disputa por el control territorial entre la industria gasífera y los pueblos mexicanos
El caso de la resistencia del pueblo rarámuri ante el gasoducto Encino-Topolobampo es un microcosmos 
de las dinámicas que se pueden observar a nivel nacional en las políticas económicas en torno a las 
industrias de hidrocarburos y el impacto de lasmismas en los derechos de los pueblos indígenas, sobre 
todo en el consentimiento previo y la autonomía en la gestión del territorio. También sirve de muestra 
de algunos patrones en las formas de resistencia que se están viendo a lo largo y ancho del país y 
el contexto político-económico nacional. La construcción del gasoducto El Encino-Topolobampo es 
parte del camino hacia cumplir con una meta oficial de expandir la red nacional de gasoductos a 20, 
104 kilómetros (comparado con los 11, 342 km que había en 2012). Esta creciente red de gasoductos 
constituye gran parte de la infraestructura imprescindible para el suministro del gas natural en un contexto 
de alza del gas de lutitas que se extrae mediante fractura hidráulica o fracking, sobre todo en los estados 
norteños de México. Como bien sintetiza el informe que ha servido de base para este estudio de caso: 
“La construcción de gasoductos para la transportación del combustible está ligada a intereses públicos 
y privados, de corporaciones transnacionales, relacionadas con el control de la política energética, de los 
territorios donde existen las reservas de hidrocarburos, y de los lugares por donde han determinado que 
pasarán los gasoductos” (María Teresa Guerrero Olivares et al., 2016, p. 6).

Lecciones a partir de la experiencia de los rarámuri frente al gasoducto el Encino-Topolobampo 
La lucha de los rarámuri contra el gasoducto Encino-Topolobampo ejemplifica otro patrón importante: 
conforme vaya teniendo éxito una campaña, se intensifica la criminalización de sus protagonistas. Al 
mismo tiempo, se vio cómo la solidaridad nacional puede proteger a los movimientos y de tal modo permitir 
que sigan su lucha. Asimismo, se evidenció cómo las dependencias del gobierno pueden ser susceptibles 
a la presión social organizada y consistente. Por último, aunque el proceso no haya concluido, se están 
mostrando los pequeños logros que se pueden alcanzar aplicando los mecanismos del sistema judicial. 
El conflicto en torno al gasoducto El Encino-Topolobamo es una muestra de la manera en que se está 
desarrollando el sistema de gasoductos nacional, los impactos que conlleva y las formas de resistencia 
en defensa del territorio que esta expansión provoca. En este sentido, vale la pena reiterar una lección 
muy importante de la experiencia de las comunidades rarámuri en el marco de la consulta indígena. Ellas 
observaron que “la obligación del Estado de consultar se convirtió en un mercado de ‘¿qué necesitas? 
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¿qué te doy para que aceptes?”. Su respuesta fue exigir: “Dejen de estar ofreciendo mientras está la 
consulta” (María Teresa Guerrero Olivares et al., 2016, p. 31). Lo anterior puede llegar a considerarse una 
buena práctica básica e incorporarse en los procesos de consulta como regla general.

Proyecto minero Tuligtic

Con un poco más visibilidad que la industria de hidrocarburos, la minería ha estado detonando conflictos 
a lo largo y ancho del país por sus fuertes afectaciones al agua, a las comunidades y al medioambiente 
desde hace años. El caso de la resistencia de las comunidades del municipio de Ixtacamaxtitlán en la 
Sierra Norte de Puebla en contra de una minera canadiense puede ayudar a entender las condiciones 
y dinámicas dentro de la industria minera mexicana que provocan la resistencia popular y cómo éstas 
interactúan con los movimientos para determinar si los proyectos siguen o se detienen.

El proyecto extractivo
El proyecto Tuligtic pretende desarrollar una mina a cielo abierto para extraer oro y plata sobre una 
superficie de 14 mil hectáreas. Su dueño es una empresa minera “junior” de Canadá, llamada Almaden 
Minerals.  Esta empresa opera en varios lugares de la Sierra Norte de Puebla a través de sus filiales 
Minera Gavilán, Minera Gorrión y Compañía Minera Zapata. Almaden es notable por su predominancia 
en el control territorial de la Sierra Norte de Puebla: en 2014, más de 70 % de la superficie concesionada 
a la minería en esa región pertenecía a esta empresa (PODER, 2014). Tuligtic es actualmente el proyecto 
estrella de la empresa (figura en la portada78 de la página web de Almaden Minerals) y se encuentra 
actualmente en la fase de exploración avanzada (Patricia Legarreta, 2016). 

Las bases de la resistencia comunitaria al proyecto
Los habitantes de la zona, con el acompañamiento de varias organizaciones de la sociedad civil, han 
emprendido una campaña multifacética que consiste en 1) la organización comunitaria; 2) una evaluación 
del impacto en derechos humanos del Proyecto Tuligtic llevado a cabo por expertos independientes; y, 
3) una estrategia jurídica basada en interponer amparos por violaciones a los derechos humanos. Varias 
comunidades del municipio se juntaron en 2014 para formar un frente organizado en defensa de la tierra 
y el territorio en Ixtacamaxtitlán: la Unión de Ejidos y Comunidades en Defensa de la Tierra, El Agua y la 
Vida Atcolhua. 

Evaluación de Impacto en Derechos Humanos: rompiendo la asimetría de información
En Ixtacamaxtitlán, las comunidades están volteando la mesa y creando sus propias vías para obtener 
información sobre los impactos del proyecto minero a través de un proceso autónomo llamado Evaluación de 
Impacto en Derechos Humanos (EIDH). Su enfoque fue definido al iniciar la EIDH: las posibles afectaciones 
a los derechos humanos al agua, al medioambiente sano y a la salud. Se conformó un equipo de expertas 
y expertos técnicos especializados en geoquímica, biología, cartografía, salud y medioambiente para 
llevar a cabo un conjunto de estudios técnicos que permitió aclarar las afectaciones actuales y probables 
del proyecto. El trabajo de este grupo fue guiada y acompañada por las comunidades integrantes de la 
Unión Atcolhua. Con base en los estudios realizados, habitantes de la zona pudieron contrarrestar el 
discurso oficial y empresarial y exigir respuestas directamente ante los funcionarios de la empresa. 

78 http://almadenminerals.com/
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Los resultados del informe preliminar79 se compartieron con dependencias relevantes del gobierno federal 
y estatal y con la Embajada de Canadá. El canal de comunicación con las dependencias que se abrió en 
el marco de esta investigación permitió conseguir nueva información y detectar nuevas irregularidades. 
Por ejemplo, la Comisión Nacional del Agua (Conagua) corroboró que la empresa no contaba con el 
permiso para poder hacer pozos; a partir de esta información se solicitó y se realizó una inspección 
ocular de la zona80. También la Secretaría del Medioambiente y Recursos Naturales (Semarnat), en la 
resolución al informe preventivo del 22 de mayo de 2014, estableció como condición a la empresa que 
antes de cualquier inicio de obras y actividades del proyecto, deberá presentarle el Acuerdo firme y 
definitivo que celebre con las comunidades indígenas, en el que expresamente conste el consentimiento 
previo, libre e informado para la ejecución del proyecto. La Semarnat le señala en la resolución que debe 
acudir ante la autoridad competente en la materia de consulta de pueblos indígenas para solicitarle se 
realice el protocolo y la aplicación de dicha consulta y obtener el acuerdo81. La respuesta de la empresa 
fue demandar al gobierno, asegurando que no está obligada a hacer la consulta ya que no todas las 
comunidades de la zona son indígenas82. Cabe señalar que, de hecho, en este pleito ni la empresa, ni el 
gobierno están en lo correcto: no es obligación de la empresa, sino del Estado, llevar a cabo la consulta83.

Los logros más apreciables de este proceso fueron la capacidad de contrarrestar la propaganda de 
la empresa y la apertura de canales para presionar a las autoridades para que ejecuten sus deberes 
de supervisar y delimitar las actividades de la minera dentro de lo enmarcado por la ley y el respeto a 
los derechos humanos. En este sentido, un avance notable fue la declaración por parte del presidente 
municipal de que no otorgará el cambio del uso de suelo que requeriría la empresa para operar en 
el municipio. Sin embargo, la buena voluntad que se ha expresado por algunas autoridades no se 
ha concretado en acciones definitivas para exigir una rendición de cuentas real, ni siquiera respecto 
a las irregularidades registradas durante la fase de exploración, incluyendo la inconsistencia entre la 
información que la empresa reporta al gobierno mexicano y lo que la misma declara a sus inversionistas. 
La complejidad de la burocracia involucrada, sobre todo la compartimentación de las facultades entre 
funcionarios e instituciones, ha sido una de los obstáculos principales para reclamar los derechos a través 
de las instituciones gubernamentales (Patricia Legarreta, 2016).

Vía legal en marcha
En paralelo a la EIDH, la comunidad Tecoltemi interpuso un amparo por las violaciones al derecho a la tierra 
y al territorio y al derecho a la consulta y al consentimiento libre e informado. Dentro de los argumentos 
sobre las violaciones al derecho a la tierra y el territorio, el amparo también reclamó la inconstitucionalidad 
de algunos artículos de la Ley Minera (Juicio de Amparo 445/2015). Se concedió la suspensión de las dos 

79 http://projectpoder.org/wp-content/uploads/2016/05/Ixtaca-Reporte-logos.pdf
80 La Conagua determinó que la empresa no ha hecho pozos de agua, pese a que Almaden Minerals reporta a sus inversionistas que sí ha hecho 
pozos de agua, y además se ha documentado por los habitantes de Ixtacamaxtitlán. (Patricia Legarreta, 2016).
81 Con información de Itzel Silva, Fundar Centro de Análisis e Investigación, el 25 de noviembre de 2016. El texto completo del Informe Preventivo 
está disponible en:  http://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/Documentos/Ciga/eid2009/21PU2014MD015.pdf
82 La demanda que inició Almaden Minerals contra la Delegada Federal en el Estado de Puebla de la Semarnat lleva el número de expediente 
2502/14-EAR-01-1, Juzgado Federal, Fiscal y Administrativo, en la Sala Especializada en Materia Ambiental y de Regulación.
83 El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (firmado por México e incorporado en la legislación nacional de acuerdo con 
el Artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos), en su artículo 6, fracción uno, dice: “Al aplicar las disposiciones del 
presente Convenio, los gobiernos deberán consultar a los pueblos interesados…”  (cursiva de la autora). Accesible en: http://www.ilo.org/dyn/
normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:312314
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concesiones mineras y las actividades de exploración y explotación que deriven de ella, en tanto se dicta 
sentencia (Itzel Silva, 2016)84. 

Más allá del caso: la marca Canadá en la industria minera mexicana
Una de las principales razones por las que el caso de Almaden Minerals en Ixtacamaxtitlán es emblemático, 
es porque se trata de un proyecto minero canadiense. “La marca Canadá” es notoria no solo en México 
sino en toda América Latina (Proyecto Justicia y Responsabilidad Corporativa, 2016), caracterizada 
por las estrechas y opacas relaciones entre las transnacionales canadienses, sus operadores en las 
embajadas de Canadá y los gobiernos anfitriones; su participación predominante en la industria minera 
y el control territorial que obtienen a través de ella; y la violencia e impunidad asociada con los proyectos 
mineros canadienses. En la industria minera mexicana, las empresas canadienses detentan 71 % de las 
concesiones mineras85. Un informe del Proyecto Justicia y Rendición de Cuentas (JCAP, por sus siglas 
en inglés) halló en 2016 que, en los últimos 15 años, los conflictos mineros con empresas canadienses 
en América Latina han tenido como saldo más de 30 asesinatos selectivos, más de 44 personas muertas 
y 403 heridas y más de 400 detenciones. Dice el director del JCAP que “sabemos que este informe es 
solo la punta del iceberg” (Proyecto Justicia y Responsabilidad Corporativa, 2016, p. 5). En México, su 
investigación registró seis proyectos mineros canadienses en los cuales hubo violencia: ocho muertos, 
dos desapariciones, 14 heridos y 118 casos de criminalización. Cabe aclarar que estas estadísticas no 
incluyen el caso de la mina Los Filos de Goldcorp, el cual fue sujeto al estudio de caso en el mismo informe 
e inevitablemente aumentaría el índice de violencia en la industria minera mexicana si fuera contado. 
De los 14 países latinoamericanos incluidos en el estudio, México tiene el mayor número de proyectos 
mineros canadienses asociados con violencia.

Conclusiones

Lo que nos muestra tanto el caso de la resistencia de las comunidades rarámuri de la Sierra Tarahumara 
de Chihuahua al gasoducto El Encino-Topolobampo de TransCanada, como la lucha de las comunidades 
de Ixtacamaxtitlán en la Sierra Norte de Puebla contra el proyecto minero Tuligtic de Almaden Minerals, 
es que el control sobre el acceso a la información es una táctica clave para los dos lados de los conflictos 
territoriales. Tanto apropiarse de la información, como exigir el derecho a la misma, se están volviendo 
pilares de las luchas en defensa de la tierra y el territorio frente a las industrias extractivas. De la misma 
manera, ocultar la información sobre las fuentes de financiamiento, la naturaleza de negociaciones con 
reguladoras, y de las consecuencias reales de sus proyectos, sigue siendo una de los mecanismos de 
control más importantes y eficaces ejercidos por las empresas extractivas y las estructuras político-
burocráticas que las alberguen. 

Tomar el control de la información –crear accesos a ella que no dependan ni de la voluntad de la empresa 
ni de las capacidades técnicas, presupuestales o políticas del gobierno– puede fortalecer de manera muy 
significativa tanto las resistencias locales contra proyectos específicos, como los movimientos nacionales 
en defensa del territorio frente al acaparamiento territorial por parte de las industrias extractivas. A nivel local, 

84 El acuerdo judicial en el que se otorgó la suspensión es del 08 de abril de 2015 por la Jueza Yolanda Velázquez.
85 Cálculo de la autora, basado en los datos proporcionados por la Secretaría de Economía en http://portalweb.sgm.gob.mx/economia/es/mineria-
en-mexico/empresas-mineras.html.
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esto puede materializarse, a modo de ejemplo, en la difusión de la práctica de llevar a cabo evaluaciones 
de impacto en derechos humanos no gubernamentales y no empresariales, dirigidas por las comunidades 
afectadas; en la apropiación de los procesos de consulta y su transformación en espacios donde se exija 
el respeto del derecho de acceso a la información y se prohíba que se explote para negociar incentivos 
económicos; y utilizar, empujando hasta sus límites, los mecanismos oficiales de acceso a la información 
tanto en México, con base en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública86, como 
en el extranjero en aquellos países que tienen jurisdicción sobre las empresas multinacionales detrás de 
los proyectos extractivos. Por último, una tarea simple, pero con mucho potencial sería la depuración 
y sistematización de toda la información relacionada con los conflictos territoriales registrados en la 
plataforma Grieta, ya que las experiencias de resistencia a lo largo y ancho del país pueden proporcionar 
lecciones invaluables, tanto a nivel local como nacional, para los movimientos en defensa de la tierra y el 
territorio en México.
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